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La presente investigación, compone un análisis teórico y crítico del desarrollo de un nuevo 
delito que fue incluido en el código penal colombiano con la expedición de la Ley 1761 de 2015 
que se denomina Feminicidio, siendo este un delito que se configura cuando existen hechos 
violentos que derivan desde lesiones y hasta la muerte producida a las mujeres, por el simple 
hecho de serlo. 
 
Inicialmente, se presenta la definición temática problematizando la situación a estudiar, lo 
cual se convierte en el eje central del desarrollo del proyecto de investigación, seguidamente se 
evidencia la importancia de avanzar en el estudio, definiendo unos objetivos y detallando la ruta 
del ejercicio investigativo. 
 
Por consiguiente, el diseño de objetivos específicos resulta ser la clave en el proceso 
metodológico, ya que con estos se orienta desde el ejercicio teórico metodológico las tareas para 
desarrollar la investigación, así esos objetivos se convierten en los capítulos soportan los 
contenidos teóricos y analíticos de la investigación. En este orden de ideas, el trabajo plantea, 
además, un desarrollo de estado del arte, donde se consultaron referencias nacionales e 
internacionales relacionadas con el feminicidio como un delito autónomo en Colombia y en el 
exterior. 
 
Finalmente, se realiza una reflexión que involucra la información analizada desde la 




autónomo que carece de fuerza normativa que permita evaluar su esencia delictual, así como el 
hecho que los operadores jurídicos consideren que existe inutilidad en materia de la norma, tal y 




1. Planteamiento del problema 
 
El derecho ha evolucionado en su reflexión, estableciendo unas condiciones mínimas en los 
Derechos Humanos que priorizan en el marco de sus principios luchas sociales que buscan 
espacios para reivindicar acciones colectivas también especialmente para las mujeres, hasta el 
punto que hoy tanto hombres como mujeres cuentan con los mismos derechos y deberes. 
 
Para comenzar en la Ley 28 de 1932, se le reconoció a la mujer igualdad en el campo de los 
derechos civiles –libertad, la vida, la propiedad, garantías judiciales, entre otros. Pero solo hasta 
en la Reforma Constitucional de 1945, se le reconocieron los derechos de ciudadanía -en ese 
entonces era a los 21 años-, lo que le permitió ocupar cargos públicos, embajadas y otros de alto 
nivel. Fue así como algunas disposiciones normativas de Colombia se reflejaba una situación de 
inferioridad en el reconocimiento de estos derechos. 
 
De ahí que, pese a que el Estado cuenta hoy con una política pública de equidad de género 
y un plan integral para garantizar a las mujeres una vida libre de violencias, los esfuerzos 
parecen no ser suficientes. La sociedad sigue albergando imaginarios, prácticas y creencias que 
legitiman y reproducen la violencia de género y parece que la acción gubernamental es bastante 
poca. 
 
Fue así como resultado de todas estas normas y avances en el reconocimiento de los 
derechos de la mujer, que se viene hablando, entre otros postulados, del delito de feminicidio que 
desde la doctrina lo han definido diferentes autores, en donde Hurtado (2013) afirma que: 




reconocimiento y protección de los derechos de las mujeres, es la nueva regulación del 
delito de feminicidio en el Código Penal (Ley 30068, 2013, art. 107-A). Su fuente 
ideológica de inspiración son las diversas concepciones sobre género y sexualidad de 
origen sobre todo anglosajón. Sus antecedentes legislativos son el derecho positivo de 
algunos países latinoamericanos (Costa Rica, Guatemala, Chile, México). Su contexto 
social general es la constatación y toma de conciencia de que las mujeres son víctimas de 
homicidio debido a la violencia que se ejerce contra ellas, resultante de las relaciones de 
desigualdad, dominación y discriminación respecto a los hombres”. (p.1) 
 
En Colombia, el feminicidio si bien es un delito articulado recientemente dentro del código 
penal (Ley 599, 2000), también lo es una situación de agravación para el delito de homicidio 
cuando el crimen se comete contra una mujer por el simple hecho de ser mujer y en un contexto 
de subordinación y de discriminación.  
No obstante, sólo hasta 2015, pasando alrededor de 7 años, posteriores a la expedición de la 
ley, se profirió la primera sentencia emitida por la Corte Suprema de Justicia que ratifica que el 
feminicidio es un agravante y que no se trata solo de “crímenes pasionales”. Así, la Corte fundó 
jurisprudencia y le dio pleno sentido a la Ley que en su momento buscaba hacer una contribución 
para eliminar el silencio y la falta de acciones para prevenir y erradicar la violencia contra las 
mujeres. 
Por consiguiente, el feminicidio al constituirse como un delito en contra de la mujer en el 
año 2015, ha generado grandes discusiones en tanto su aplicabilidad, ya que por un lado permite 




constituye en un delito cargado de subjetividad en caso de aplicarse la pena, es decir que, en el 
ejercicio práctico, no se puede establecer con facilidad que el delito se halla cometido en razón 
de que la víctima es mujer, por lo tanto, las exigencias de la justicia para condenar a una persona 
por tratarse de un delito autónomo, el caudal probatorio tiene que correr en el mismo sentido, lo 
que hace más difícil establecer la pena. 
 
Sumado a esto, en el homicidio agravado resulta viable llegar a preacuerdos con los 
presuntos responsables, en cambio en el feminicidio quedaría sin lugar la aplicación de este 
concepto, debido a que en el delito de feminicidio la pena es mucho más benigna que la de la 
circunstancia de agravación. He aquí dos fallas del legislador que no tuvieron en cuenta al 
momento de redactar el delito como tal. 
 
Ahora, los delitos contra las mujeres van cada día en crecimiento, observándose la 
vulneración a sus derechos legales y constitucionales, lo cual llevó a desarrollar la presente 
investigación en donde se precisaba indicar que las penas no concuerdan con los delitos 
cometidos y las pruebas exigidas por el proceso judicial para calificar el delito como feminicidio, 
no son suficientes con lo cual se puede suponer que terminan siendo subjetivas y no permiten un 
buen estudio del caso frente a la aplicación de los tipos penales que se estudian. 
 
De esta manera, se formula la siguiente pregunta de investigación: ¿Cuál es el alcance del 
tipo penal de feminicidio con relación al homicidio agravado por tratarse de delitos contra la 






La violencia contra la mujer en Colombia, es un problema ligado al desarrollo social del 
país, que a través de los años y donde la mujer en muchos de los casos está supeditada a que las 
personas del género masculino ejerzan su voluntad sobre ella en diferentes circunstancias  hasta 
el punto del homicidio o el feminicidio. 
 
Por consiguiente, en los momentos actuales existen dos normas que tienen aplicación 
directa sobre la tipificación de conductas que se derivan de las conductas lesivas contra la mujer; 
uno de ellos es el homicidio agravado y el otro es el feminicidio, razón por la cual asiste a los 
investigadores el interés de conocer la eficacia de ambas normas y profundizar acerca del alcance 
de tipo penal que tiene el feminicidio con relación al homicidio agravado que se explicó con 
anterioridad. 
 
Por esta razón, los motivos que primaron para el desarrollo de esta investigación, se 
encontraron determinados y basados en un interés por conocer más allá de la norma y sus 
características, así, el propósito es generar un precedente académico en la Universidad Libre, 
debido a la innovación de la propuesta por tratarse de un tema de actualidad jurídica que busca 
ampliar la reflexión con respecto alcance del tipo penal de feminicidio con relación al homicidio 
agravado por tratarse de delitos contra la mujer. 
 
De igual manera, la propuesta es novedosa porque busca conocer cómo se está juzgando en 




homicidio agravado en condición de mujer. 
 
Asimismo, el desarrollo de la propuesta abarca a la sociedad en general, en el entendido 
que, los hechos que han motivado la tipificación del feminicidio como iniciativa legislativa, 
pueden recaer sobre cualquier mujer sin distingo de clase social, edad, raza, etnia, ocupación u 




3. Objetivos de la investigación 
 
3.1 Objetivo general 
 
Analizar el alcance del tipo penal de feminicidio con relación al homicidio agravado por 
tratarse de delitos contra la mujer en el municipio de Pereira. 
 
 
3.2 Objetivos específicos 
 
❐ Determinar en la norma, la pertinencia y aplicabilidad del feminicidio como un 
delito autónomo. 
 
❐ Explorar dentro de las teorías planteadas por José Nodier Agudelo Betancur, Claus 
Roxin y Luiggi Ferrajoli, los elementos constituyentes los delitos de homicidio 
agravado y feminicidio. 
 
❐ Identificar la percepción de los operadores jurídicos para la valoración de los 









4. Resultados esperados 
 
Los resultados de la presente investigación serán los siguientes: 
 
❐ Presentar recomendaciones del resultado de la investigación a las autoridades 
involucradas. 
❐ Socializar el proyecto ante la casa de la mujer capítulo Pereira. 
❐ Artículo resultado de investigación denominado “Feminicidio, impunidad o seguridad 








5. Marcos de Referencia 
 
5.1. Marco Teórico 
  
En el derecho penal colombiano se aplican diferentes bases de las teorías de la pena de 
acuerdo con el artículo tres (3) del código penal, el cual indica, a juicio del grupo investigativo 
que se pueden aplicar directamente la tendencia neo-retribucionistas de los fines de la pena 
postulados por Jakobs, este, basado en las teorías de Immanuel Kant acerca de las funciones de 
las penas, con relación a los órdenes jurídicos. 
 
De acuerdo a Durán (2011) en su artículo afirma: 
Tampoco la moderna fundamentación de la pena de la "filosofía de la libertad" ha tratado 
esa aporía, ni mucho menos la ha eliminado. Sin embargo, quedan todavía tres soluciones: 
o nos atenemos a una concepción hoy extendida del concepto social de culpabilidad, que no 
requiere más una prueba de la libertad del autor, sino solo de su promediabilidad, o 
renunciamos por completo a un concepto de culpabilidad derivado del pensamiento de la 
libertad y lo reducimos a la prevención general, tal como lo había propuesto Jakobs antes 
de su "giro" de Luhmann a Hegel. Y con ello resignamos también una legitimación del 
derecho penal establecida al margen de la utilidad y aceptamos, además, la aporía entre una 
teoría de la pena apoyada originariamente de manera preventivo general y una teoría de la 
pena apoyada ahora sobre Hegel, esto es, sobre una filosofía de la libertad, no 





Según Ferrajoli (2005), afirma que: 
El garantismo es un modelo de justificación y legitimación del derecho penal, pero también 
de deslegitimación en el sentido de que es una clave de lectura crítica a los sistemas penales 
que crean el populismo penal y la facilidad con la cual las penas son respuestas ilusorias a 
problemas como la criminalidad de la calle, que requiere políticas sociales más que penales. 
Estas tendencias del derecho penal ‘máximo’ producen una deslegitimación del derecho 
penal ‘mínimo’. (Citado por Delgado, 2015) 
 
Sin embargo, después de estudiados dichos supuestos se plantea la primera crítica 
relacionada con la idea de que el restablecimiento del derecho por medio de la retribución sólo 
presupone la lesión de una norma jurídica como tal, pues con ello no se posibilita una limitación 
al derecho penal. Como es el caso del Feminicidio, como delito autónomo, lo cual se sobre 
entiende que es una norma concebida dentro de la legalidad, aprobada por los órganos 
competentes y que además se plantea que existen diferentes actores del proceso, como es el caso 
de las víctimas del delito y de los mismos victimarios. 
 
Asimismo, la tesis de Jakobs, explica que se debe tener mucho cuidado con la vigencia de 
la norma ante la mera afirmación del delincuente, en donde igualmente Durán (2011) afirma que: 
“la norma no rige", aparece como justificadora del castigo y no limitadora del iuspuniendi. 
Más aún, los esfuerzos del neo-idealismo de desarrollar un concepto filosófico de delito 
tampoco ayudan pues la deducción lógica de la teoría absoluta conduce, otra vez, a la pena 





Este hecho hace que la norma se convierta en una piedra, por ejemplo, y produce la 
desadaptación del derecho penal a las necesidades de la desarrollada sociedad industrial y con 
ello a necesidades racionales. 
 
Por consiguiente, mientras a la lesión de la norma sólo se le agregue la "mala voluntad" 
como característica del concepto de delito, no tendrá lugar una limitación material del delito 
como conducta socialmente dañina cualificada, a diferencia de la simple lesión de la norma, 
según señala Jakobs (Durán, 2011), lo que indica que, frente a los fines de la pena, la lesión a la 
libertad sea señalada como la esencia del delito, no quedará suficientemente claro cómo se debe 
diferenciar a éste del concepto general de conducta contraria a derecho. 
 
Y también aquí, prescindiendo de esto, permanece poco claro si con la categoría de la lesión 
a la libertad pueden ser adecuadamente comprendidas las modernas formas de aparición del 
delito, que en la forma de delitos contra el medioambiente ponen en peligro la supervivencia de 
la humanidad en su conjunto. 
 
Por su parte, la teoría neo-absoluta de la pena corta, indica en una sociedad las necesidades 
de protección y conduce, de esa manera, al margen de todas las aporías conceptuales, a un 
callejón en el que no se ve ninguna salida. Así es como el hombre se puede liberar de los 
impulsos de la sensualidad y, en virtud de su comprensión, obrar conforme a los deberes morales 





El garantismo ha nacido sobre el Derecho Penal en la historia de la Ilustración, que ha 
promovido el modelo del poder limitado y se ha desarrollado como un sistema de límites y 
vínculos a todos los poderes. El garantismo es el modelo teórico dirigido a la introducción de 
técnicas de garantías de estas expectativas fundamentales que son los derechos, establecidos en 
las constituciones y cartas internacionales. Tenemos muchas declaraciones, convenciones y 
pactos, pero no tenemos instituciones de garantías. 
Por estas razones, y partiendo de la base que la intervención del Derecho penal siempre 
afecta derechos fundamentales y que las libertades sólo pueden limitarse a través del Derecho 
penal si éste tiene por finalidad proteger esas mismas libertades, sólo los bienes de relevancia 
constitucional pueden justificar dicho sacrificio. 
 
Así, como bien señala Luiggi Ferrajoli, los fines de la pena en un Estado social y 
democrático de Derecho, que imparten el Derecho penal, como una de las bases del 
ordenamiento jurídico, deben adaptarse y ponerse en consonancia con dicho modelo de Estado 
así como con los valores que éste propugna ya que la legitimidad del Derecho penal o del poder 
punitivo del Estado proviene del modelo fijado en la Constitución (Durán, 2011). 
 
5.2. Estado del arte 
 
Con relación en este apartado, se planteó el estado del arte de la presente investigación 
desde la búsqueda, recolección y análisis de 48 fuentes bibliográficas que se comprenden desde 
artículos resultados de investigación, hasta libros que han tratado el delito de feminicidio en 






     Dentro del análisis de la estructura dogmática del delito de feminicidio, se aclara que, 
por tratarse de un tema nuevo en la legislación colombiana, aunque existen referentes similares 
al tema de estudio propuesto en este escrito, no existe una relación exacta de los temas que se 
derivan del objetivo general de la presente investigación, motivo por el cual, el estado del arte se 
sustenta desde temas semejantes, como es el caso del artículo denominado “Homicidio de la 
pareja en violencia intrafamiliar. Mujeres homicidas y exención de responsabilidad penal” de la 
autora Myrna Villegas Díaz, la cual planteó que la neutralidad de género en el lenguaje jurídico y 
en la interpretación del derecho penal dificulta la apreciación de circunstancias bajo las cuales 
una mujer sometida a malos tratos en el ámbito familiar puede dar muerte a su pareja, y que 
puedan conducir a una eventual exención de responsabilidad penal.  Se tiene además, un artículo 
denominado “mujeres y jóvenes: escena y procesos, territorios de violencia patriarcal”, de las 
autoras Cecilia Canevari y Rosa Isac, en el cual se explica que el tiempo será quien se ocupe de 
mostrar si efectivamente el aumento de las penas tiene algún efecto sobre la ocurrencia del 
delito; lo anterior, corresponde a un resultado de investigación.  
 
     También, se tuvo en cuenta el libro denominado, “vigilar y castigar, el nacimiento de la 
prisión” de Michel Foucault donde se esclarecieron conceptos relacionados con las penas cuando 
tienen medidas privativas de la libertad, dentro de los conceptos de vigilancia del Estado y 
Penalidad.  
 




ponencia o evento especializado, denominado “jornadas - la violencia de género”, en el mismo 
los panelistas plasmaron en las memorias que el delito de feminicidio toma la fuerza que los 
estados le den, de acuerdo a la importancia y a la promoción de políticas públicas justas que 
orienten la igualdad y el trato digno en los diferentes episodios de desempeño social , así como el 
trabajo (Jornadas - La Violencia de Género, 2000), el estudio, entre otras, siendo un resultado de 
investigación importante dentro del centro internacional de estudio de los derechos de la Mujer 
con sede en Puebla, estado de México. 
 
 
A su vez, se tuvo en cuenta el resultado de investigación o evento especializado 
denominado jornadas internacionales Derechos Humanos: mujer y violencia frente a la atención 
socio sanitaria ante la violencia contra las mujeres, en dicho resultado de investigación realizado 
en Suramérica, la organización científica Guttmacher Institute, determinó que la violencia contra 
la mujer es una característica de los estados suramericanos y que todo centraba la atención en la 
desigualdad y la invisibilización que ha tenido la mujer en espacios políticos y de gobierno, con 
lo cual se identifican puntos que servirán para el desarrollo de las conclusiones de investigación 
(De Andrés, 2006). 
 
Seguidamente, se tiene el artículo científico denominado “La mujer y la violencia invisible” 
donde se resalta un estudio de la Organización Interamericana de Derechos Humanos, en su 
calidad de promoción y prevención de delitos contra minorías y el fomento a la niñez, en dicho 
estudio se recalca principalmente que la violencia contra la mujer es invisible en la mayoría de 




autónomo, dentro de los ordenamientos jurídicos (Giberti & Fernández, 1989). También, dentro 
de esta línea de estudio se tiene el artículo denominado Violencia contra las mujeres con un 
análisis de lo ocurrido a la señora Rosa Elvira Cely, quien resulta ser materia de desarrollo 
legislativo en Colombia, en la cual también dar a conocer estrategias institucionales en relación a 
fortalecer estrategias de detección de violencia de género, promover el derecho a la denuncia y 
elaborar estrategias de apoyo y asesoría, todo esto relacionado cuando ocurra dentro y fuera del 
campus universitario (Universidad Nacional de Colombia, 2015). 
 
Así mismo en artículos, resultado de investigación “Violencia familiar: Una mirada 
interdisciplinaria sobre un grave” (Corsi, 2001) y “La violencia doméstica contra las mujeres” 
(Defensor del Pueblo, 1998), que resultan de investigaciones realizadas entre la defensoría del 
pueblo y la Universidad de nuestra Señora del Rosario, en dichas investigaciones se destacan 
fenómenos como la represión parental en niñas frente al desenvolvimiento social la desigualdad 
de oportunidades en entornos laborales colombianos. 
 
A su vez, se consultaron los artículos científicos de Bazzani (2006) sobre la terminación 
anticipada del proceso penal por consenso y el principio de oportunidad. Seguidamente, se 
encuentra Bernal & Montealegre (2013) con su libro El proceso penal, fundamentos 
constitucionales del nuevo sistema acusatorio. Informe de ponencia para primer debate del 
proyecto de Acto legislativo (Penagos, 2013). También se tuvo en cuenta a Daza, Álvarez, & 
Suárez (2010) con el trabajo de investigación “Las causales de aplicación del Principio de 
Oportunidad en la Ley 906 de 2004; de igual manera, se consultó el libro Aproximación al 




(2003) con el documento “El Diseño del Nuevo Proceso Penal Constitucional”. Posteriormente, 
se analizó el documento La Justicia Colombiana y el Nuevo Sistema Penal (Osorio, 2003, pág. 
37). Así mismo, se encuentra Ramírez & Bastidas de Ramírez (2004) con el documento 
Principialística procesal penal y Reyes (2009) El principio de oportunidad. Análisis en debate 
jurídico, en ellos se evidencia la evolución de las normas, cuando las mismas se convierten en 
delitos autónomos, para ello se hace necesario invocar principios y normas que sobrevienen a 
una condición de tipo legislativa, con la cual la tendencia indica que los delitos se dan al mundo 
jurídico como respuestas a necesidades sociales. 
 
Por otro lado, se consultaron los artículos, resultados de investigaciones socio jurídicas 
titulado “El Principio de Oportunidad en el proyecto de Código de Procedimiento Penal”. 
(Urbano, 2003) y Durán (2011) con las Teorías absolutas de la pena: origen y fundamentos: 
conceptos y críticas fundamentales a la teoría de la retribución moral de Immanuel Kant a 
propósito del neo-retribucionismo y del neo-proporcionalismo en el derecho penal actual, con 
dichos escritos, los autores generan unos aportes importantes para la investigación, dado que se 
trata de mecanismos que tienen las normas penales, desde principios generales, como es el caso 
de la oportunidad y los fundamentos de la penal del tratadista internacional Immanuel Kant 
 
 
También se trató el texto de Durán (2011), denominado Constitución y legitimación de la 
pena: Apuntes teleológicos sobre el rol de la Constitución en el sistema penal. Política criminal y 
el del tratadista Munévar (2012) Delito de Feminicidio, Muerte violenta de mujeres por razones 




mujeres desembocan en fenómenos de regresión social, con lo cual se tuvo en cuenta también el 
artículo denominado Sociología y política del feminicidio; algunas claves interpretativas a partir 
de caso mexicano, del centro de investigaciones humanísticas de la Universidad de Puebla, 
denominando caracteres a las normas y como las mismas operan desde las esferas jurídicas del 
derecho hacia el impacto social y destacando la situación social que ha venido atravesando 
México en las guerras de los carteles ilegales. 
 
A su vez, se analizaron los artículos científicos tales como “Contextos socioculturales de 
los feminicidios en el Estado de México: nuevas subjetividades femeninas (Arteaga, 2010), 
“Perdón y reconciliación: una perspectiva psicosocial desde la no-violencia” (Villa, 2016), 
“¿Inseguridad o temor? Impunidad, politiquería y posibles soluciones” (Castro, 2009), “El 
precedente en la dimensión de la seguridad jurídica” (Marinon, 2012) y El feminicidio: realidad 
o mentira dentro de la política pública colombiana (Correa, y otros, 2013), que soportaron los 
resultados de la investigación y el desarrollo del primer objetivo investigativo, promoviendo así 
contenidos socio jurídicos de estudio, donde la información indica, igualmente, desplazamientos 
geográficos y rasgos regionales del fenómeno, que apuntarían hacia la existencia de contextos 
sociales, culturales, normativos, favorecedores de la violencia hacia las mujeres en sus 
modalidades más agresivas. Sin descontar la concurrencia de factores propulsores como la 
violencia social, la violencia criminal, la proliferación de armas y la impunidad extendida en casi 
todo el país, que son buen caldo de cultivo para la expansión de estas prácticas violentas. 
 
A propósito del debate de violencia de género en Latinoamérica y desenlaces en 




en el Estado de México (Arteaga, 2010) y el artículo Sed de mal: feminicidio, jóvenes y 
excursión social (Monárrez, 2012), estudios que revelan el impacto que tienen en las sociedades 
los modelos de conducta que subyacen de las normas que previenen delitos. 
 
Frente a la evolución del feminicidio como concepto se tienen los artículos sobre el perfil 
sociodemográfico del feminicidio en España y su relación con las denuncias por violencia de 
pareja (Sanz, Heras, Otero, & Vives, 2016), lo cual trata sobre referentes conceptuales del 
feminicidio y su incorporación en la normativa venezolana. Del mismo modo, se encuentran los 
artículos denominados Feminicidio y derecho penal (Benavides, 2015), Feminicidio es sólo la 
punta del iceberg (Bejarano, 2014), Artículo científico denominado cómo abordar el feminicidio 
desde el Estado y la sociedad Civil (Rodriguez, s.f.), los cuales desarrollan el feminicidio como 
un delito autónomo y explican el interés de los legisladores en crear sendas normas que 
promuevan un carácter social que involucran diferentes actores dentro del proceso. 
 
Con relación a las costumbres y a la caracterización cultural de los delitos contra las 
mujeres, se considera la pertinencia de los siguientes artículos científicos, el primero de ellos 
traducido al castellano del portugués, denominado Determinantes sociales de los Feminicidios en 
Perú y Brasil (Hernández, 2015), el segundo denominado Derechos humanos y deberes (Ruiz, 
2011) estudio realizado en la Universidad de Suárez y por último, La costumbre de matar 
mujeres y la proliferación de las ciudades violentas de la Universidad Tecnológica de Monterrey 
(Revelo, 2005). Todos estos artículos, evidencian unas posturas culturales frente al feminicidio 
como delito y organizan la importancia de la norma en el desarrollo general de los conceptos que 





Con relación a ponencias, como resultados de investigaciones científicas y socio jurídicas, 
se tiene la Ponencia en evento especializado como resultado de investigación, denominado 
violencia contra la mujer en la pareja (Prada & Medina, 2012), Artículo científico traducido al 
castellano, del francés, denominado Feminicidio: una lectura a partir de la perspectiva feminista 
(Sousa, 2016), Artículo de semillero de investigación de la Universidad de Antioquia 
denominado Feminicidio: una realidad en Colombia, los cuales exponen la composición legal de 
un delito como el feminicidio en diferentes sociedades y culturas jurídicas en el mundo.  
 
También, como desarrollo del concepto de violencia y enfoque de género se tienen los 
resultados de investigación denominado Ataques con ácido a mujeres en Colombia, desde la 
perspectiva del género (Gaviria, Gutiérrez, & Gómez, 2015), y la ponencia resultado de 
investigación socio-jurídica de la Universidad Nacional de Colombia, denominado Delitos contra 
mujeres del conflicto en Colombia (Guzmán & Prieto, 2013), en donde todas estas 
investigaciones denotan un carácter de explicación del delito frente al contenido de la norma y si 
la misma es eficaz a la hora de aplicarse en el contexto judicial. 
 
Por último, se relacionan los artículos de revistas científicas, denominados justicia para 
casos de afectación femenina en Colombia, de la facultad de derecho de la Universidad de los 
Andes (Uprimny , Sánchez, & Sánchez, 2014), Resultado de investigación de la Asociación de 
Mujeres por la Dignidad y la Vida. Sistematización sobre Violencia Sexual e Intrafamiliar, Años 




Interamericano de Derechos Humanos, Artículo científico denominado Tipificación del 
Feminicidio en Chile de la Red Chilena de prevención del delito (Caamaño, 2004), con los 
cuales se explica cómo fue la adaptabilidad de la norma, al contexto socio cultural de naciones 
como Chile, Uruguay y Argentina. 
Tabla 1. Contenido total – Estado del Arte 
 
Bases de datos 
Artículo – Resultado 
de investigación 
Ponencia en evento 
especializado 
Artículo Científico 
Google Académico 4 4 6 
Scielo 12 4 3 
FAPESP 6 2 7 
TOTAL 48 registros consultados 
 
Fuente: elaboración propia 
 
5.3. Marco normativo 
 
La violencia contra la mujer en Colombia, en el aspecto normativo, ha contado con escaza y 
laxa regulación, de la que no se puede de todas formas desconocer, sus vagos intentos por lograr 
la dignificación del género femenino dentro de una cultura donde ha predominado el culto a la 
superioridad de los hombres sobre las mujeres y estas han vivido a través de la historia, 
disminuyendo con el paso del tiempo, bajo la subordinación de los mismos. Dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano, ha habido disposiciones normativas que han surgido para 
proteger y garantizar los derechos de las mujeres. Sin embargo, en el aspecto penal, solo hasta el 




contra la mujer. 
 
Como base internacional, se tiene la convención interamericana para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer "convención de Belem do” para la cual indica que el 
respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
en donde se va reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales. De igual manera, 
refiere que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y 
ejercicio de tales derechos y libertades. 
 
Es de relevancia resaltar que, hasta hace menos de 130 años en Colombia, durante el siglo 
XIX y a la luz del código penal de 1890, existía una disposición normativa que permitía el 
homicidio sobre la mujer en determinada situación que exoneraba totalmente de culpabilidad al 
hombre. En donde en este Código Penal (1890) se establecía lo siguiente: 
cometer el homicidio en la persona de su mujer legítima, o de una descendiente del 
homicida, que viva a su lado honradamente, a quien se sorprenda en acto carnal con un 
hombre que no sea su marido; o el que cometa con la persona del hombre que encuentre 
yaciendo con una de las referidas; y lo mismo se hará en el caso de que los sorprenda, no en 
acto carnal, pero sí en otro deshonesto, aproximado o preparatorio de aquel, de modo que 
no pueda dudar del trato ilícito que entre ellos existe (art. 591-9)  
 
Con respecto a, los códigos penales de 1936 y 1980, no existe normatividad alguna que 
vaya en contra de la integridad de la mujer de manera tan explícita como el código de 1890. Sin 




de las mujeres o la blindara de conductas machistas. 
 
La legislación colombiana solo hasta hace unos treinta años, debido a los tratados suscritos 
internacionalmente, se comienza a preocupar por darle un trato diferenciado a la mujer que, 
como es sabido, se ha encontrado en una situación dispar frente al trato del derecho hacía los 
hombres. 
 
Es así como apenas con el Decreto 1398 (1990), “se desarrolla la ley 51 de 1981 que 
aprueba la Convención sobre Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
adoptada por las Naciones Unidas”. Con este decreto, se pretendió equiparar a la mujer como 
sujeto de derechos frente a los hombres, ya no desde un plano meramente enunciativo sino de 
forma real y material, para estar en sincronía con las disposiciones internacionales que se venían 
generando a comienzos de la década de los noventa. Es así como con este decreto, se promovió 
la no discriminación en diferentes aspectos de índole político – estatal, como lo son la educación, 
el empleo, la atención médica, el trabajo rural, la capacidad jurídica y las relaciones familiares. 
La importancia del decreto radica en que marca el inicio del desarrollo de otras medidas que han 
ido ayudando con el transcurrir del tiempo, a mejorar la calidad de vida de la mujer 
especialmente en esos ámbitos, donde siempre esta ha sido vista como sujeto de subordinación 
masculina y ha sido víctima de injusticias por su condición de género.  
 
Posteriormente y más de una década después, se encuentra dentro del sistema jurídico – 
legal del país, la ley 581 del 2000. Con un enfoque constitucionalista moderado y criticado, esta 




del poder público. Donde se establecen una cuota mínima del 30% de participación femenina. 
Sin embargo, para muchos esta medida atenta contra la lucha de la discriminación, pues 
implícitamente reconoce tal y supedita a condicionamientos legales algo que debería darse de 
forma natural dadas las capacidades de la mujer, más aún en la actualidad (Ley 581, 2000). 
 
Para afianzar la igualdad de oportunidades de la mujer en Colombia, surgió la ley 823 de 
2003, con esta iniciativa legal, se pretendió orientar y darle un marco normativo a las políticas 
públicas que permitieran otorgar las mismas oportunidades a las mujeres en los diferentes 
ámbitos de la vida en sociedad, intentando continuar con la eliminación de las barreras de la 
discriminación por género que han existido (Ley 823, 2003). 
 
Con la Ley 984 (2005), se pretendió algo similar que con el decreto de 1990 y fue la 
aprobación del Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 
seis (6) de octubre de mil novecientos noventa y nueve (1999). Por consiguientes, se promulgó 
mediante el decreto 4685 (2007). De esta forma, Colombia: 
Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma la fe en los derechos 
humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad 
de derechos de hombres y mujeres, Señalando que en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos Resolución 217 A (III). Se proclama que todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona tiene todos los derechos 
y libertades en ella proclamados sin distinción alguna, inclusive las basadas en el sexo, 
Recordando que los Pactos internacionales de derechos humanos Resolución 2200 A 
(XXI), anexo. y otros instrumentos internacionales de derechos humanos prohíben la 
discriminación por motivos de sexo, Recordando asimismo la Convención sobre la 




la que los Estados Partes en ella condenan la discriminación contra la mujer en todas sus 
formas y convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una 
política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer, Reafirmando su 
decisión de asegurar a la mujer el disfrute pleno y en condiciones de igualdad de todos los 
derechos humanos y todas las libertades fundamentales y de adoptar medidas eficaces 
para evitar las violaciones de esos derechos y esas libertades. (Asamblea General 
Naciones Unidas, 1999) 
 
Se adhiere al protocolo que otorga competencia al mencionado Comité para la eliminación 
de la discriminación contra la mujer, para que este conozca las denuncias que realicen las 
personas o pueda adelantar las pertinentes investigaciones en los Estados parte. 
 
En el aspecto penal, la violencia contra la mujer anteriormente se puede decir que estaba 
rezagada o no existía dentro de la regulación punible. Se limitaba a situar solo a las mujeres 
embarazadas dentro del marco de algunos agravantes punitivos en ciertos delitos.  
 
De acuerdo a lo anterior, puede decirse que era nula la protección que estas tenían frente al 
maltrato y todo tipo de violencia que los hombres ejercen sobre estas, dejando impunes los pocos 
casos denunciados. En ese orden de ideas, aparecen como agravantes punitivos dentro de la ley 
599 del 2000 – Código Penal Colombiano, cuando las conductas de los delitos de 
DESAPARICIÓN FORZADA, SECUESTRO, TORTURA Y DESPLAZAMIENTO FORZADO, 
se ejercen sobre mujeres embarazadas. 
 
Solo hasta el año 2008, se empezó, mediante iniciativa legislativa, a sensibilizar el tema de 




articulado de la ley, el objeto de la misma le otorga importancia al tema de la violencia de 
género. 
Artículo 1. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto la adopción de normas que 
permitan garantizar para todas las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbito 
público como en el privado, el ejercicio de los derechos reconocidos en el ordenamiento 
jurídico interno e internacional, el acceso a los procedimientos administrativos y judiciales 
para su protección y atención, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su 
realización.  (Ley 1257, 2008)  
 
También, se tiene el contenido de la ley 599 de 2000, la cual expresa que;  
 
 
Artículo 3º.- La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 103A del siguiente tenor: Artículo 
103A.- Feminicidio.- Incurrirá en el delito de feminicidio quien causare la muerte violenta 
a una mujer, por su condición de ser mujer, ya sea en el ámbito público o privado en 
cualquiera de las siguientes circunstancias: a. Tener o haber tenido una relación familiar, 
intima o de convivencia con la víctima, de amistad, de compañerismo o de trabajo y ser 
perpetrador de un ciclo de violencia física, sexual, psicológica y/o patrimonial que 
antecedió el crimen contra ella; b. Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos de 
cosificación, instrumentalización sexual y acciones de propiedad y dominio sobre sus 
decisiones vitales y su sexualidad; c. Cometer el delito en aprovechamiento de las 
relaciones de poder ejercidas sobre la mujer, expresado en el poder personal, económico, 
sexual, militar, político y/o sociocultural. d. Cometer el delito para generar terror o 
humillación a quien se considere enemigo. e. Cometer el delito con posterioridad a una 
agresión sexual, a la realización de rituales, actos de mutilación genital o cualquier otro 
tipo de agresión o sufrimiento físico o psicológico. (Ley 1257, 2008) 
 
 
Finalmente, en junio de 2015, mediante la aprobación en el congreso de la república, del 




denominada “Rosa Elvira Cely” dada la importancia y notoriedad de su caso, en la que 
constituye el FEMINICIDIO, dentro del código penal colombiano, como un delito autónomo. 
 
5.4. Marco jurisprudencial 
 
El desarrollo de la jurisprudencia en Colombia, frente a los crímenes cometidos contra la 
mujer con causa en la violencia de género, es decir, generados a partir de las transgresiones 
sufridas por las personas del género femenino, por el simple hecho de serlo, ha sido escaso. 
 
Si bien existen fallos judiciales de las altas cortes en los que se dirimen conflictos que 
versan sobre el maltrato a la mujer, ninguno, hasta el año 2015, en fallo un proferido por la Corte 
Suprema de Justicia, se reconoció que existen conductas internas en los hombres que los lleva a 
maltratar a la mujer por el simple hecho de ser mujer, basándose en el agravante establecido en el 
numeral 11 del artículo 104 de la ley 599 del 2000 (agravantes del delito de homicidio), 
adicionado por la ley 257 de 2008. 
 
Con ponencia de la magistrada Patricia Salazar, la Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal resolvió casar parcialmente la sentencia impugnada, expedida por el Tribunal 
Superior de Medellín el 15 de marzo de 2013, para declarar que en el homicidio por el cual se 
condenó al procesado ALEXÁNDER DE JESÚS ORTIZ RAMÍREZ, además de la agravante 1ª 
del artículo 104 del Código Penal, también concurrió la 11 de la misma disposición. 
 




muerte de su compañera, sino que tenía antecedentes de intento de homicidio, agresiones 
psicológicas y físicas que mantenían a la víctima en un nivel de subordinación y temor frente a 
su agresor. 
 
A pesar de que en Colombia la citada sentencia se constituye en la primera en hacer 
referencia al feminicidio, a la muerte de una mujer por el simple hecho de serlo, en el espectro 
latinoamericano existen diversas sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en las que sobresalen las sentencias en contra de México como Estado. Por la negligencia o 
ineficiencia demostrada por parte de las entidades oficiales a la hora de prevenir e investigar los 
crímenes en contra de la mujer en dicho país; al igual que los altos niveles de impunidad en la 
violación de los derechos humanos en cabeza de las mujeres. 
 
Es así como sobresale en el espectro jurisprudencial de la corte, el CASO GONZÁLEZ Y 
OTRAS (“CAMPO ALGODONERO”) VS. MÉXICO con sentencia fechada 16 de noviembre de 
2009 donde la CIDH responsabilizando al Estado mexicano por el caso de los homicidios 
sistemáticos sobre mujeres ocurridos en Ciudad Juárez – Estado Chihuahua, en el año 2001. 
 
El sitio web Organización Campo Algodonero, creado para visibilizar dicho fallo y realizar 
el seguimiento al cumplimiento que debe hacer el Esto mexicano a lo dispuesto por la corte, 
realiza un análisis de las consecuencias de la jurisprudencia internacional.  
 
Para el análisis es importante retomar la insistencia por parte de la Corte de que diluir la 




descomposición social pero sin profundizar en la forma como ésta afecta específicamente a 
las mujeres y en los elementos que contiene de discriminación de género contra las 
mujeres-, impide generar políticas y acciones dirigidas a prevenir, investigar y sancionar 
con la debida diligencia”. (Organización Campo Algodonero, 2015)  
 
Por otra parte, se aborda la perspectiva de género, la cual ha sido evaluada por la Corte 
Constitucional en sentencia T-386 de 2013, donde se explica que históricamente las mujeres, 
entendidas como grupo social, han sido objeto de discriminación en todas las sociedades y en la 
mayor parte de los aspectos de la vida: en sus relaciones sociales, económicas, políticas y 
personales; por esto, el ordenamiento jurídico colombiano ha reconocido y autorizado medidas 
tendientes a evitar la discriminación por razón de sexo, y ha encontrado en la igualdad, entendida 
como principio, valor y derecho fundamental, y en la no discriminación, un pilar fundamental 
para su protección. 
 
Por último, se encuentra la Sentencia que hace relevancia al derecho de las mujeres a estar 
libres de violencia, el cual el asunto es la demanda de inconstitucionalidad contra el literal e) del 
artículo 2º (parcial) de la Ley 1761 de 2015 “Por la cual se crea el tipo penal de feminicidio 
como delito autónomo y se dictan otras disposiciones” (Rosa Elvira Cely) (Corte Constitucional 
República de Colombia, Sentencia No. C-297/16, 2016).  
 
Marco histórico 
Se puede indicar que, de manera general, la violencia ha ido de la mano de todas las 




violencia, las mujeres han sido desplazadas con el condicionamiento de manifiesta debilidad en 
comparación con los hombres. 
 
Es así como desde distintos enfoques se ha supeditado a la mujer a la subordinación, siendo 
esta quien debe seguir los designios de las personas del género masculino. Por ejemplo, en el 
tema de la religión católica, que predomina en el Estado colombiano, la biblia sitúa a Adán por 
encima de Eva, quien depende de éste; y como en diferentes acápites se recalca que las mujeres 
deben apoyar a sus maridos y seguirlos en todo en fiel obediencia. En otras religiones la mujer 
igualmente, está considerada como un ser inferior al hombre, debe obedecer sus reglas y 
someterse a prácticas culturales que evidencian estados de subordinación y discriminación a la 
luz de los ojos del derecho internacional que se acoge principalmente en occidente. 
 
Prácticas como el “Satí” en la India “(…) femenino de sat “verdad” es una práctica que se 
ha realizado, y hoy en día se realiza, en ciertas comunidades hindúes, y se lleva a cabo cuando 
una mujer se arroja a la pira funeraria de su recién fallecido marido para morir con él” (Viaje por 
la India, 2015); como el matrimonio que se concreta entre los musulmanes que tiene derecho a 
torturar o asesinar a su mujer y homicidio de recién nacidas en India y China para evitar que 
continúe la superpoblación; son apenas algunos ejemplos de lo que tienen que vivenciar las 
mujeres alrededor del mundo desde el punto de vista cultural. 
 
A lo largo de la historia, la mujer ha sido ampliamente considerada por todas las culturas, 
solo como el apoyo de los hombres, quien debe de manera sumisa, aceptar todo lo que provenga 




propiedad de su padre en el caso de ser solteras o de su marido, no tenía capacidad ni 
autodeterminación; estaba supeditada a cuidado del hogar y a la procreación; sus derechos se 
encontraban totalmente restringidos. Para la cultura occidental, fue solo hasta los tiempos 
modernos, cuando se empezaron a otorgar los derechos a las mujeres, avanzando 
progresivamente en todos los aspectos hasta llegar a la normatividad vigente que limita el 
comportamiento de los hombres que las maltratan por su condición de género. A partir de la 
revolución francesa y el derecho a la igualdad, la mujer empieza a reclamar un trato igual ante el 
derecho y las normas que regulan los estados. 
 
A finales del siglo XIX, el acceso a la educación empieza a abrirse paso en Francia, 
Inglaterra y Estados Unidos. En los inicios del siglo XX, los movimientos feministas estos países 
empiezan a tomar fuerza, tanto que para la década de los treinta, logran en muchos estados 
occidentales que las mujeres puedan ejercer su derecho al voto y de ahí todos sus derechos 
civiles que las equiparan en el plano del derecho a los hombres. Tanto que lo que ahora se 
propende es evitar la discriminación y que se erradique cualquier forma de subordinación y 
maltrato hacia estas. 
 
También cabe señalar, que la liberación femenina derivada del reconocimiento de sus 
derechos, ha logrado que la mujer goce de sus libertades como a lo largo de la historia lo 
realizaran los hombres. Tal vez, bajo el entendido que las costumbres de tiempo atrás arraigadas 
en la cultura de las sociedades a nivel mundial, donde siempre ha predominado la voluntad del 
hombre, entren ahora en choque con los idearios femeninos que propenden por su libertad. No es 




estar bajo el yugo del género, aun cuando actualmente se goza de una amplia protección de sus 
derechos frente a las conductas del hombre que todavía considera que la superioridad acolitada 
























6. Diseño metodológico 
 
6.1. Enfoque de la investigación 
 
El presente trabajo se enmarcó desde el enfoque cualitativo con corte hermenéutico de 
investigación, el cual permitió partir de las cualidades propias del sujeto y su interacción en 
sociedad, lo cual admite realizar reflexiones en torno a temáticas socio-jurídicas y de esta manera 
para resolver el problema de investigación. No obstante, se desarrolló una perspectiva 
sociológica netamente teórica que buscó precisar desarrollos en la teoría que permitieran el 
dialogo con la realidad de la legislación y los casos prácticos lo cual se desarrolló a través del 
contraste con operadores jurídicos para establecer la reflexión entre la operatividad de la 
legislación y la contundencia teórica al respecto del tema y así dar respuesta al interrogante de la 
investigación en este sentido Hernández Sampieri, Fernández Collado & Baptista. La 
investigación se enmarcó en el ámbito jurídico considerando que el feminicidio es una conducta 
legislativa enmarcada dentro del contexto de las agravaciones punitivas. 
 
6.2. Alcance de la investigación 
 
Siendo el objeto abordado un fenómeno jurídico complejo en donde intervienen finalidades 
sociales y considerando la norma como producto de las necesidades concretas de una comunidad 
determinada, partiendo de su estructura, intereses y condiciones, sometiendo a un análisis crítico 
el problema de su eficacia y adecuación de fenómenos sociales. La aplicación que se dio en este 




agravado, para explicar sus elementos, alcance y posibles modelos que tienen viabilidad de ser 
aplicados en el contexto colombiano. Esta investigación se desarrolló de acuerdo al plan de 
trabajo proyectado en el cronograma y dando respuesta a los objetivos, con el fin de culminar 
con una reflexión que le permita al orden legislativo tener parámetros para la aplicación de la 
misma.  
 
6.3. Categorías de análisis 
 
Como categorías de análisis y para el caso de esta investigación que es de corte teórico, y 
teniendo en cuenta la intencionalidad presentada en la pregunta de investigación, las categorías 
que se tuvieron en cuenta para el desarrollo de la investigación son las siguientes: 
 
❐ Categorías Centrales: Delitos y Penas: Feminicidio – Homicidio Agravado 
❐ Sub categorías: Protección a las mujeres - teorías de las penas - Medios probatorios 
 
6.4. Unidad de análisis 
 
Entendiendo que este proyecto de investigación realizado fue de orden teórico las unidades 
de análisis están directamente relacionadas con las categorías teóricas planteadas como 
categorías centrales de la investigación. De esta manera se planteó como unidad de análisis 






6.5. Diseño metodológico 
 
Como primer ejercicio desarrollado en la investigación se tiene la revisión teórica y 
jurisprudencial: que inicialmente permitió a los investigadores el interés de conocer a fondo las 
dimensiones teóricas y evolución jurisprudencial del tema a tratar en la investigación y así 
establecer límites y presiones al respecto de la ruta metodológica a desarrollar para analizar el 
tema del feminicidio y el homicidio agravado.  
 
Una vez definido el tema, se inició con la búsqueda de objetivos claros y específicos que 
ayudaron a desarrollar la pregunta de investigación y el planteamiento del problema. Asimismo, 
se procedió con la selección de las fuentes primarias y secundarias de investigación, para ello, se 
dividieron el estado del arte y antecedentes investigativos en un número específico de búsqueda 
de criterios que ayudaron a construir el espíritu contextual del trabajo, se establecieron criterios 
para la búsqueda como fue la pertinencia del tema, investigaciones o avances en producción de 
conocimiento al respecto del tema del feminicidio, como también el avance jurisprudencial, para 
lo cual se utilizaron como herramientas de análisis las fichas bibliográficas y fichas 
jurisprudenciales y normativas. 
 
Por otro lado, se establecieron las categorías pertinentes a utilizar en el diseño de la 
entrevista semiestructurada que se realizó a los operadores jurídicos que han aplicado el 






Trabajo de campo: este se centró en la revisión teórica y jurisprudencial a partir de las 
fichas, que se utilizaron como una herramienta en el proceso investigativo que permitieron 
analizar la información de cada categoría; continuando con el ejercicio de trabajo de campo 
también se procedió a diseñar una entrevista abierta semi-estrcuturada, con el objetivo de 
precisar si en campo práctico la aplicabilidad de la norma era tan eficaz y al ser las personas que 
aplican la norma, tienen el conocimiento con relación al tema y pueden manifestar sus 
conocimientos y brindar un bagaje socio jurídico al tema objeto de estudio, porque con su 
conocimiento de casos y aplicación efectiva de las normas, describen el fenómeno del 
feminicidio y como el mismo podría llegar a inutilizarse por las dificultades que tiene el mismo 
para ser aplicado en la sociedad actual de Colombia.  
 
Por otro lado, se realizaron unas entrevista a un “grupo de personas, del contexto, sobre la 
cual se recolectaron datos, sin ser representativo del universo o población que se estudia” 
(Hernández, Fernández, & Baptista, 2010, pág. 560). Este tipo de muestreo desde el momento en 
que se selecciona el contexto y en el caso de la presente investigación, permitió profundizar en 
las categorías que son evaluadas desde el delito del feminicidio y homicidio agravado, las cuales 
fueron aplicadas a Operadores Jurídicos, Jueces y Magistrados. 
 
Se realizaron un total de trece (13) entrevistas a operadores jurídicos discriminadas de la 
siguiente manera: dos (2) Magistrados de la Sala Penal de Tribunales Superiores de Armenia y 
Pereira; tres (3) Jueces Penales del circuito; un (1) Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad; dos (2) Jueces Penales Municipales con funciones de Control de Garantías; un (1) 




Delegados ante el Tribunal Superior del Distrito; un (1) Fiscal Especializado; un (1) Defensor 
Público y la Decana de la Facultad de Derecho de la Universidad Libre seccional Pereira. Así, 
cuando fueron determinados las fuentes primarias y secundarias de información y los 
instrumentos de recolección de la información, los mismos fueron plasmados en unas matrices de 
investigación que hacen parte integral del informe final del presente trabajo. 
 
Análisis de la información: Después de realizar el proceso de recolección de información 
se procedió a realizar la transcripción de las entrevistas y a utilizar una matriz de análisis, allí se 
contemplaron las categorías teóricas de la investigación para lograr el esquema total de la 
investigación, para esto, se revisaron los documentos teóricos se identificaron elementos claves 
los cuales se relacionaron con lo expuesto por los entrevistados y se propusieron las conclusiones 
de acuerdo a los dos delitos que se evalúan, para identificar cuál es el alcance del tipo penal del 














7. Resultados de la investigación 
 
7.1. Feminicidio, impunidad o seguridad jurídica para los colombianos 
 
Los derechos principales que tiene la mujer frente a la protección que da el ordenamiento 
jurídico son de carácter universal y por tanto, gozan de la especial protección de los Estados, 
dentro del marco de la legalidad y la eficaz impartición de justicia. 
 
Desde el punto de vista normativo, la creación de la ley es claro y cumple con los requisitos 
legales, tiene toda validez jurídica, hasta que la Corte Constitucional lo declaró exequible e 
igualmente se está haciendo frente a un homicidio, meramente hubiera bastado establecer la 
causal de agravación punitiva y si se quisiere ir más allá se habrían podido establecer 
prohibiciones de subrogados y mecanismos sustitutivos, debido a que en la sociedad y su 
desarrollo cultural siempre habrán de cometerse delitos, no solamente feminicidio, sino todos, al 
punto que está demostrado sociológicamente y por la criminología de las penas, el incremento de 
las mismas, las restricciones de los subrogados penales y los mecanismos sustitutivos, nunca han 
servido para nada; los índices de la criminalidad siempre han ido en aumento. 
 
Consideró también que, el homicidio de las mujeres no obedece a ningún estrato social ni 
condición económica, esos hechos se dan en todos los estratos, entre el más alto hasta el más 
bajo, pues las razones o motivos por los que se comenten pertenecen exclusivamente a la esfera 





Independientemente de que hayan establecido de manera autónoma el delito de feminicidio, 
no obedece a ningún tipo de política criminal, porque crear delitos no es política criminal, porque 
esta es la proyección y tratamiento que se debe dar a quien comente delitos y la forma de 
prevenirlos, por lo tanto, la represión y la judicialización del delito de feminicidio es un tema 
ajeno a lo que en realidad podemos considerar como política criminal. Indicó además que las 
debilidades y fortalezas es el mismo que se debe tener frente a cualquier tipo de delito, es decir 
que, en realidad las dificultades o fortalezas para desarrollar esa mal llamada política criminal, a 
lo último depende del grado de perfección o imperfección en que se comenta el delito.  
 
Por consiguiente, el feminicidio se creó para efectos a la protección a la mujer, pero más 
por un efecto mediático que necesario, y el congreso dispuso crear el feminicidio como delito 
autónomo para combatir a los medios y a la comunidad internacional, pero con el homicidio 
agravado fue creado de forma innecesaria y eso ha conllevado que los fiscales y la misma 
judicatura impute feminicidio donde no lo hay. 
 
Considera además, es lo más adecuado por la limitación, porque si bien es cierto la 
normativa tiene que ser bien rigurosa, también es cierto que va en contravía del sistema oral, que 
fue creado precisamente para no llegar necesariamente a la etapa procesal del juicio, se cercena 
el derecho de los implicados en los allanamientos y preacuerdos, que resultan ser una 
descomposición social amplia, producto de la realidad, la regionalización, el machismo, la 
idiosincrasia de la sociedad y lo que se necesita es política preventiva acompañamientos de la 






Además, consideró que el homicidio de las mujeres no obedece a ningún estrato social ni 
condición económica, esos hechos se dan en todos los estratos, entre el más alto hasta el más 
bajo, pues las razones o motivos por los que se comenten pertenecen exclusivamente a la esfera 
volitiva y pasional del individuo, para ello solo basta mirar las estadísticas. Independientemente 
de que hayan establecido de manera autónoma el delito de feminicidio, no obedece a ningún tipo 
de política criminal, porque crear delitos no es política criminal, porque esta es la proyección y 
tratamiento que se debe dar a quien comente delitos y la forma de prevenirlos, por lo tanto, la 
represión y la judicialización del delito de feminicidio es un tema ajeno a lo que en realidad 
podemos considerar como política criminal. Dado que en realidad las dificultades o fortalezas 
para desarrollar esa mal llamada política criminal, a lo último depende del grado de perfección o 
imperfección en que se comenta el delito. 
 
7.2. Paralelo legislativo 
 
Se inicia la comparación de acuerdo con las teorías de Luigi Ferrajoli, Clauss Roxin , de 
acuerdo con lo señalado por Hormazábal Balaree, en su análisis de Roxin, se tiene "la distinción 
entre injusto y culpabilidad es considerada con razón como una de las perspectivas materiales 
más importantes que ha logrado elaborar nuestra ciencia del derecho penal en los últimos cien 
años” (Durán, 2011), quien indica frente a la teoría de la pena que ésta consiste en un “conjunto 
de límites y vínculos a los poderes públicos como garantía de los derechos fundamentales” 
(Durán, 2011). Entendido entonces, dentro del derecho penal como un conjunto de las garantías 




de estricta legalidad, contradictorio, presunción de inocencia, la carga de la prueba, que limitan 
la respuesta punitiva 
. 
7.2.1. Planteamiento Teórico-Penal de los autores Claus Roxin y Luiggi Ferrajoli 








Fuente: Elaboración propia 
 
Para realizar esta clasificación punitiva aplicable, se revisaron referentes doctrinarios y 
jurisprudenciales. Es por esto que el Feminicidio, como un delito que resulta autónomo, dados 
los fines de la misma ley, ha generado diferentes interpretaciones, por parte de los operadores 
Elementos Objetivos: Principio de Legalidad y 
tipicidad 
Circunstancias del hecho: Feminicidios en ámbitos 
públicos y privados 
Hipótesis que demuestran la forma en que las 




jurídicos, lo cual quiere indicar que, conforme a la teoría de Munévar, que “los argumentos sobre 
la penalización género-específica de la muerte violenta de mujeres señalan que estas son 
conductas delictivas que afectan profundamente los derechos humanos de las mujeres” 
(Munévar, 2012, pág. 138), dado que, las conductas que son lesivas para las mujeres, resultan 
visiblemente ilegales y contrarias a diferentes fines, tales como los fines del Estado Colombiano, 
que son de carácter constitucional, entre otros. 
 
 También señala el mismo autor que “han sido afianzados a través de la defensa de los 
derechos humanos de las mujeres en perspectiva de género” (Munévar, 2012, pág. 139). Y 
explica que el Feminicidio como palabra queda asociado a una población generalizada en 
Colombia y el Continente, dado que “el concepto de femicidio, asociado a las violencias de que 
son destinatarias las mujeres, jóvenes, mayores o niñas del mundo latinoamericano” (Munévar, 
2012, pág. 152),  a su vez, de acuerdo con Torres J los estados deben tener unas garantizaciones 
y “como primer paso para garantizar la igualdad de oportunidades a las mujeres y, sobre todo, 
para avanzar en el análisis minucioso de las violencias” (Torres, 2010 citado por Munévar, 
2012), dado que, al reducir las brechas de desigualdad se logran más oportunidades y esas 
condiciones más justas, resultan en soluciones para las personas que se han visto afectadas por 
determinadas situaciones. 
 
Por consiguiente, y de acuerdo con las doctrinas en la materia, el “Feminicidio, en todas sus 
variantes, abre un campo de análisis en torno de la violencia extrema que priva de la vida 
diariamente a mujeres de todas las edades en el mundo” (Incháustegui, 2014, pág. 373), porque 




en la violencia feminicida, lo cual indica que la trayectoria del proceso de construcción de los 
homicidios de mujeres como un problema social” (Incháustegui, 2014, pág. 374). Dicho lo 
anterior, de acuerdo al autor las necesidades del feminicidio, son de carácter formativo y cultural, 
más no, un problema legal o de falta de normas que en contrario, fortalezcan estados de riesgo. 
 
No obstante, de acuerdo con Arteaga (2010), los conceptos de feminicidio y homicidio 
agravado por condiciones femeninas, se debe evaluar desde dos esferas, porque “dar muerte a 
una mujer precisamente por su condición de mujer es una manera de negar su subjetividad” 
(pág.6), así mismo, el autor refiere que  “la violencia y el feminicidio son el resultado de una 
masculinidad trastocada por la constante consolidación del trabajo de las mujeres sobre sí 
mismas” (Arteaga, 2010, pág. 15).  
 
Motivo por el cual, se establece que la mujer debe tener nuevos espacios donde se 
garanticen aún más sus derechos como ciudadanas, debe ser una garantización absoluta porque 
“el hecho de que el victimario conozca a la víctima deja ver, además, en el uso de la crueldad 
(centrado en la violencia de posesión)” (Arteaga, 2010, pág. 29), esa crueldad se disminuye con 
la concientización que en la materia, exista sobre la violencia en contra de la Mujer. 
 
En Colombia, desde la concepción de las principales normas del Estado, se tienen aquellas 
que a la luz de los procesos principales han irradiado los ámbitos de las necesidades, como una 
base, se tiene el derecho civil que se encarga de diferentes entornos con relación a las personas y 
sus relaciones interpersonales frente a unos regímenes de las obligaciones, lo que procura, según 




importante dentro del desarrollo de las mismas. 
 
Cuando se habla de las normas y su validez es muy importante que se describan los 
contenidos de las fuentes del derecho que resultan vinculantes en el momento de la interpretación 
de la validez, para ello, se toma en cuenta la postura investigativa de Contreras (2009), quien 
explica que hablar de fuentes del Derecho supone hablar de un catálogo de orígenes de las 
normas jurídicas pero donde no todos ellos son hechos y actos jurídicos, a su vez que las normas 
basan sus argumentos en un tema que en Colombia se trabaja desde el CommonLaw, 
denominado el precedente judicial y siguiendo a Contreras, se tiene que " la discusión sobre las 
normas de origen judicial o sobre la creación judicial de normas generales se halla 
permanentemente interferida por la discusión sobre el modelo ideal de juez y, en particular, sobre 
el grado de vinculación que el juez debe mostrar a la ley" (Contreras, 2011)  
 
En éste orden de ideas, frente a la tesis de Contreras, con relación al precedente, indica que 
en Colombia existen dos clases de precedentes judiciales: el que elabora la Corte Constitucional 
y el que elaboran los demás tribunales y juzgados del país. El primero existe desde la sentencia 
C-104 de 1993; el segundo, desde la sentencia C-836 de 2001 (Contreras, 2011), siendo entonces 
el precedente de carácter normativo, vinculante desde la legislación y con relación con “el 
enunciado normativo que establece el deber de aplicar el precedente”. Que se explica desde los 
antecedentes normativos con relación al tema objeto de estudio, que en este caso es, cuando una 
necesidad social, como es el caso del feminicidio, se hable de un “deber jurídico”,  dadas las 
necesidades sociales y la fuerza que se hace a través del medio de control ciudadano que incluye, 





Por consiguiente, es necesario identificar la postura que frente al tema tiene el tratadista 
Mantilla (2009),  quien indica que el derecho es necesariamente una contrapartida de 
responsabilidades compartidas “todos sabemos perfectamente en qué consisten las actividades 
desplegadas por estos dos sujetos” (pág. 538), entonces allí se pregunta si ¿los jueces aplican o 
crean Derecho? para lo cual, el equipo investigador frente al caso de Rosa Elvira Cely, considera 
que sí se creó la norma a partir de necesidad social y además se crea un “razonamiento deductivo 
válido”, lo cual, para el autor es la plena convicción de “crear Derecho” (Mantilla, 2009). 
 
La impunidad vista como un fenómeno judicial, es muy impactante, para quien la padece, 
todo se remonta a una esfera histórica, según el autor Baiz (2008), afirma que  “la evolución 
histórica de la humanidad y en la actualidad ha existido, y seguirá existiendo un fenómeno 
constante a nivel mundial, como lo es la criminalidad” (pág.74), entonces como una primera base 
se plantea que; la impunidad más que un fenómeno que antecede a una causa judicial, está 
presente desde las conductas humanas básicas y se materializa en dichos enfoques.  
 
La impunidad es una palabra que deviene del latín impunitas, que significa falta de castigo, 
es decir, se configura cuando una persona que ha cometido un delito o una falta logra 
evadir/evitar la sanción penal que le correspondía por haber incurrido en la comisión de un 
hecho punible. (Baiz, 2008, pág. 79) 
 
Así mismo, indagó por parte del grupo de investigación frente al autor, que “su mayor o 




imperante en el Estado correspondiente” (Baiz, 2008), siendo entonces dentro del planteamiento 
del problema del presente escrito la impunidad, como una falencia del sistema judicial. 
 
Por consiguiente y validando otras teorías sobre el tema, se encuentra la planteada por el 
Doctor Sandoval, quien establece que “los verdaderos problemas de la impunidad son a su vez 
corrupción” (Sandoval, 2016) y además que se tienen los fenómenos de abuso que resultan claros 
frente al desarrollo social de la impunidad.  De igual manera, es necesario aclarar que “la visión 
tradicional de la teoría de la democracia liberal retrata al ámbito privado como un sitio de 
sinergias, iniciativa y libertad” (Sandoval, 2016), estableciendo que es una situación que se 
presenta en el sector privado y en el sector público. 
 
Dentro de las conductas que pudieran resultar impunes a partir de delitos como el 
feminicidio, es posible aclarar que, la ley de Rosa Elvira Cely, como una necesidad de control 
social abarca los controles establecidos desde las normas para tales fines, hablar de “perdón y la 
reconciliación” (Villa, 2016),  por consiguiente, es posible determinar que “la violencia y la 
guerra se articulan emociones que legitiman la venganza y la retaliación, también la construcción 
de la paz implica la generación de emociones asociadas al perdón y procesos activos” (Villa, 
2016, pág. 132) y como articulaciones de las conductas humanas es necesario indicar, conforme 
a Villa que el reconocimiento de sentimientos es una alternativa para el restablecimiento del 
sentido de lo humano dejando claro que, es un fenómeno que ocurre exclusivamente, a partir de 
la intervención humana. 
 




materia y explica que los factores criminógenos son múltiples e interrelacionados frente a los 
delitos.  Es posible indicar que, se pueden determinar de acuerdo con el contexto de participación 
de quienes en ellos intervienen, también el autor establece el delito como la acción causan daños 
a personas e instituciones. Por éste motivo, se sugiere incluso que “la Constitución Política 
deberá reformarse, lo más pronto posible, para que se incorpore una norma que proteja los 
derechos de las víctimas (Castro, 2009, pág. 102).  En un contexto de posconflicto, donde 
aparecen además muchas mujeres víctimas de feminicidios; a su vez “la administración de 
justicia tiene que dar un gran salto. Un gran paso que le permita superar ese emblema 
herrumbrado e indiferente que adorna los edificios judiciales” (Castro, 2009), siendo entonces 
una consecuencia de carácter constitucional. 
 
Se ha planteado dentro del enfoque principal de estudio de la investigación, un principio 
que a criterio del grupo investigador, es vinculante y además trascendental a la hora de evaluar el 
tema del feminicidio y es “la seguridad jurídica”, que resulta ser un principio de carácter 
constitucional además de legal, con lo cual se materializan los fines esenciales del Estado del 
artículo 2 constitucional, donde se recalcan esos fines esenciales. Para hacer ésta investigación 
de seguridad jurídica se pudo constatar a través de autores y además de sentencias los demás 
requisitos especiales de la seguridad jurídica frente al fenómeno del feminicidio. El primer autor 
evaluado es señor Marinón, quien explicó que “el ciudadano necesita tener seguridad de que el 
Estado y los terceros se comportarán de acuerdo con el derecho y de que los órganos incumbidos 
de aplicarlo” (Marinon, 2012), además de indicar que “la seguridad jurídica refleja la necesidad 
de el orden jurídico ser estable”, siendo un orden jurídico estable de las normas “las funciones de 




confianza son distintas”, la seguridad jurídica es además de un principio, una contraprestación 
directa del Estado, cuando éste compone diferentes elementos de las normas, como un todo. 
 
Por consiguiente, es necesario determinar dentro del estudio del feminicidio como 
consecuencia de una seguridad jurídica, que dicho concepto refiere que: 
“asesinato evitable de mujeres por razones de género” (UNIV. 2015), además “es un delito 
motivado por la misoginia, que implica el desprecio y odio hacia las mujeres, lo cual 
ciertamente no aplica en este caso, donde aquello que originó el actuar del procesado fue la 
celotipia de un compañero sentimental” (UNIV. 2015) y por tanto se plantea que “se 
trasciende a una definición más amplia donde la violencia sexual y la celotipia, pero sobre 
todo la misoginia, ya no son los elementos centrales de la definición del feminicidio” 
(UNIV. 2015), éste estudio es citado del análisis que realiza Ana María Sánchez a la 
sentencia del 4 de marzo de 2015: primer pronunciamiento de la corte suprema de justicia 
en torno al feminicidio. (Cuervo, Vega, Márquez, & Román, 2017) 
 
Analizando las sentencias revisadas frente al feminicidio la primera de ellas es que el 
feminicidio es un “homicidio, como ya se dijo, fue la de causar la muerte a una mujer “por el 
hecho de ser mujer” (Corte Suprema de Justicia, Número de Providencia: SP2190-2015, 2015).  
A su vez, se tiene que “Matar a una mujer porque quien lo hace siente aversión hacia las mujeres, 
no se duda, es el evento más obvio de un “homicidio de mujer por razones de género”, también 
se encontró que “una mujer maltratada por un hombre que no se relaciona con ella en un plano 
de igualdad sino que la subordina” (Corte Suprema de Justicia, Número de Providencia: SP2190-




para las mujeres; y por último, dentro del análisis de la Corte Suprema, que la mujer es centro de 
especial cuidado por parte del Estado, por eso que se creen normas específicas en la materia, 
(Corte Constitucional República de Colombia, Sentencia No. C-297/16 , 2016) compartiendo 
éste criterio por parte del grupo investigador. 
 
En éste orden de ideas, se hizo necesario evaluar la sentencia de la Corte Constitucional, 
número C-297 del 2016, por medio de la cual la Corte realiza un juicio de exequibilidad a 
determinados artículos y términos considerados en la ley, como una primera medida, se encontró 
que “en el derecho internacional de los derechos humanos, la obligación de garantizar el derecho 
de las mujeres a estar libres de violencia” (Corte Constitucional República de Colombia, 
Sentencia No. C-297/16, 2016), también se recalca que el desarrollo de las normas frente “al 
principio de legalidad en sentido estricto, es decir, el principio de tipicidad o taxatividad, 
requiere que las conductas y las sanciones que configuran el tipo penal sean determinadas de 
forma precisa e inequívoca. También recordó tajantemente la Corte que “no toda violencia contra 
la mujer es violencia de género” y se traduce dicha indicación en la perspectiva de género que 
dan las normas para respetar diferentes principios y regulaciones.  
 
A su vez se cuestiona la Corte si “¿es razonable establecer como supuesto de hecho del 
feminicidio la existencia de antecedentes o indicios de cualquier tipo de violencia o amenaza en 
el ámbito doméstico, familiar, laboral o escolar que justifiquen la imposición de penas descritas 
en la Ley 1761 de 2015) (Corte Constitucional República de Colombia, Sentencia No. C-297/16, 
2016), para lo cual el grupo investigativo considera que sí, de acuerdo con la finalidad que tiene 




que el Estado pretende proteger y que resulta vulnerado con la acción u omisión del sujeto 
activo, y material” (Corte Constitucional República de Colombia, Sentencia No. C-297/16, 
2016). 
 
El país está lleno de políticas públicas y normas de protección a las víctimas de la violencia, 
vistas desde todas las esferas de la victimización (social, ambiental, familiar, político, entre 
otros). Siendo quizás el tratamiento más oportuno para determinar la cuantificación de los daños 
y las calidades sobre las cuales se establecen las condiciones de un delito que ha tenido un 
reconocimiento reciente sobre los delitos que se cometen contra la Mujer en Colombia. 
 
Se cree entonces, que este pensamiento crítico permite la posibilidad transformadora del 
derecho y reivindica la agencia del potencial emancipatorio del mismo. El haberse dado a la tarea 
de presentar la iniciativa se ha nutrido de la experiencia actual que desde el litigio estratégico se 
está encontrando en los estrados judiciales. Por lo tanto, se va dando cuenta de la potencialidad y 
límites del tipo penal en la incidencia con la Policía Judicial en relación a la escena del crimen y 
las pruebas, pero también en la formación a servidores y servidoras públicos que se deriva de 
nuestro trabajo de investigación. 
 
Como noticia nacional, se evidenció que:  
Rosa Elvira Cely, fue una mujer brutalmente violada, empalada y asesinada por el sicópata 
Javier Velasco Valenzuela en el Parque Nacional, hace ya más de tres años. Su nombre ha 
sido escuchado –una y otra vez– en los medios de comunicación a lo largo de estos meses y 




supuesto, los políticos de turno se han beneficiado; es más, un pretenso escritor –que hace 
negocio con ello– publicó una burda novela. Ahora, el Congreso de la República –
impulsado por las agrupaciones ya dichas– acaba de expedir la Ley 1761 en su honor 
gracias a que la Congresista Gloria Inés Ramírez (Polo Democrático) acompañada de una 
pléyade de legisladoras femeninas presentó tal iniciativa (que fue reencauchada de un 
antiguo proyecto) en cuya exposición de motivos, además, se manipularon las cifras 
oficiales sobre el asunto. (Velásquez, 2015) 
 
Se tiene entonces que la única institución que tiene esa información, es el Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, porque, legal y constitucionalmente, es el encargado de 
diseñarla para que sirva como insumo de cara a las políticas públicas. Medicina Legal es la 
fuente para saber el comportamiento de todas las violencias que ocurren en el país, incluidos los 
asesinatos de mujeres. Seguidamente, procesa esa información de acuerdo al acta del 
levantamiento del cadáver y la clasifica por variables como, por ejemplo, el presunto agresor. 
Pero quien nos dice oficialmente que estamos frente a un feminicidio, a partir del 6 de julio de 
2015 con la aprobación de la Ley Rosa Elvira Cely, es un juez tras una sentencia. Por 
consiguiente, con medicina legal se puede aproximar a interpretar doctrinalmente cuáles pueden 
probable y presuntamente ser casos de feminicidio. 
 
Por ejemplo, en el segundo semestre de 2015, resultaron asesinadas 256 mujeres. De ellas, 
200 fueron asesinadas por su pareja o ex pareja. “Más adelante, tendremos que cotejar cuántos de 
esos casos han sido juzgados bajo sentencia de feminicidio y cuáles han implicado una sentencia 




en Género resulta fundamental” (Godoy, 2016). Por otro lado, organizaciones civiles como Ruta 
Pacífica de las Mujeres o Sisma Mujer tienen sus propias fuentes de información en los 
territorios que comparan con los datos de Medicina Legal y abordan el análisis con un 
componente más marcado de conflicto armado. 
 
Se construye la presente revisión de tema con los siguientes capítulos que conforman el 
escrito. A su vez, se realiza una presentación del tema, indicando que el feminicidio como 
fenómeno social aborda y abarca diferentes frentes, tales como la proyección de las normas, la 
premura de las necesidades sociales, entre otras, motivo por el cual asiste interés al grupo de 
investigación en revisar oportunamente el tema de las conductas delictivas en contra de las 
mujeres. Así se aborda el tema del Feminicidio frente a la Finalidad inicial plasmada en el 
numeral 11 del Artículo 104 del Código Penal, además de las necesidades sociales que se 
convierten en normas, impunidad y sobre la seguridad jurídica.  
 
7.3. Desarrollo social del feminicidio en Pereira 
 
     Para profundizar este tema fue necesario conocer la perspectiva del juez #1, entrevistado 
en la investigación, el cual india que se pueden constituir un entorpecimiento  en el adecuado 
desarrollo del proceso penal, porque con las limitaciones que tiene el delito como tal, pueden 
llegar a pensar que habrá más absoluciones que condenas.  
 
     Sin embargo, el juez #2 expresa que bajo concepto de que igualmente estamos frente a 




quisiere ir más allá se habrían podido establecer prohibiciones de subrogados y mecanismos 
sustitutivos. 
 
     También el juez #5 expresó una serie de preocupaciones frente a la norma y su posible 
inoperancia para que la ley 1761 de 2015 resultara un convidado de piedra que no fuera posible 
hacer efectiva dentro del marco jurídico.  
 
   Fue necesario indagar la percepción1 de expertos en la materia, tal y como ocurre con los 
jueces y magistrados del Distrito Judicial de Risaralda, con la muestra que se seleccionó se 
tuvieron en cuenta las percepciones de una jueza penal consideró que el legislador creó el delito 
teniendo como base la opinión de los medios de comunicación y no frente a una problemática 
social, y lo que sucedió después fue que por querer remediar tal dificultad, lo que se viene es una 
complicación probatoria, que puede llegar a extender el problema. Y que resulta ser un problema 
de idiosincrasia, en el que la mujer viene siendo víctima de constantes ataques por parte de sus 
parejas, quienes creen ser las dueñas de ellas. 
 
En teoría podrían pensarse que son suficientes, pero el homicidio agravado tenía tipificada 
estas circunstancias, sin que se dijera expresamente que se está frente a un feminicidio, pero que 
en efectos el castigo es ejemplar. 
 
Evidentemente, pueden constituir un entorpecimiento en el adecuado desarrollo del proceso 
penal, porque con las limitaciones que tiene el delito como tal, pueden llegar a pensar que habrá 
                                                 




más absoluciones que condenas, es un problema social, en donde se necesita de más educación y 
más oportunidades para la mujer. Son las mujeres más desprotegidas, que carecen de 
oportunidad, que se ven atrapadas en un país machista. 
 
El maltrato contra la mujer colombiana es el punto de partida para la llegada del 
feminicidio, son muy pocas las condenas por este tipo de delitos y son los que más llenan los 
anaqueles de las fiscalías y juzgados que llevan este tipo de delitos. La falta de colaboración 
post-delictual de las mismas víctimas, porque ellas siempre, siempre y siempre se abstienen para 
colaborar para la etapa del juicio, en los delitos de violencia intrafamiliar, se sugiere que cese en 
estos casos y para los delitos sexuales se aplique el principio de la permanencia de la prueba. 
 
A su vez, se tuvo en cuenta la percepción jurídica del entrevistado 2, quien consideró que el 
feminicidio se creó por los mecanismos mediáticos de comunicación social, que le dieron un 
mayor valor a los casos de homicidio y agresión contra las mujeres, además consideró que no 
debió haberse establecido como delito autónomo, como quiera que en los tipo penales que 
describe el delito de homicidio, de manera taxativa contienen unas agravaciones, en las cuales se 
podía percibir que dicha conducta se cometiera con ocasión exclusiva del género. 
 
Dentro del desarrollo del proceso investigativo, se elevó derecho de petición al instituto 
Nacional de Medicina Legal, el día 17 de mayo de 2017, en dicha petición se indagó acerca de 
los principales medios probatorios que son utilizados por la Fiscalía General de la Nación y la 
Defensa, en los procesos penales de homicidio agravado contra mujeres (cuando se comete el 




la respuesta del delegado del instituto, la cifra de muertes violentas de mujeres disminuyó en 
Pereira en 2016 en comparación al año anterior, sin embargo, preocupa que solo tres 
responsables fueron detenidos, pero sobre todo los casos de desaparición.  
 
Según el Instituto Nacional de Medicina legal, los principales medios probatorios aplicables 
para condenar son los siguientes: 
 La confesión judicial; 
 La inspección judicial y la reconstrucción de hechos; 
 Los dictámenes de peritos; 
 Las declaraciones de testigos; 
 Las fotografías, cintas magnetofónicas, registros dactiloscópicos, videocintas y, en 
general, todos aquellos elementos aportados por la ciencia, o por la técnica. 
 
Según las estadísticas de Medicina Legal, las muertes en general se redujeron, 
especialmente las de mujeres, de manera violenta con una reducción considerable de casos de 
sevicia, en una relación de 11 mujeres contra 39 del 2015. En Apía, Balboa, La Celia, Marsella y 
Mistrató ninguna mujer murió de manera violenta, en Pueblo Rico y La Virginia solo una, ambas 
en accidente de transporte, en Santa Rosa y Guática 2 y en Santuario 3 mujeres. Llama la 
atención que de 3 suicidios en Quinchía 2 fueron mujeres.  
 
El municipio con menos muertes es Balboa con 3 casos masculinos y por supuesto, los 
indicadores se concentran en los municipios del Área Metropolitana donde la cifra se incrementó 




ejemplo, de los 62 casos en Pereira (17 mujeres) solo uno ocurrió en labores agropecuarias. De 
las ciudades que más concentran las muertes violentas, la proporción es en Pereira de 60 mujeres 
y 241 hombres, Dosquebradas 14 mujeres y 74 hombres, Santa Rosa 2 mujeres y 41 hombres, y 
La Virginia 1 mujer y 28 hombres. 
 
En este sentido, el feminicidio siendo un tema de carácter social no impacta lo suficiente las 
esferas legales, por el contrario, como delito autónomo, resulta más difícil para su configuración 
y por tanto, aunque es una respuesta que satisface a diferentes sectores sociales, jurídicamente 
hablando, no es menester de diferentes precedentes judiciales, tanto así que resulta complicado 
en 2017, crear una línea jurisprudencial en la materia, basta con revisar algunas cifras y 
estadísticas de la administración de justicia, para corroborar que es un delito que no tiene un uso. 
 
Por el contrario, resulta más incidente, de acuerdo con los fines de las penas, la aplicación 
del artículo 104 del código penal, lo cual precave de alguna manera fáctica, los fines de la 
impunidad y crea seguridad jurídica, lo que permite inferir que, la ley del Feminicidio en 
Colombia, aunque no crea situaciones de inseguridad jurídica, ésta debe ser vista desde los 
enfoques de la Eficiencia y la Eficacia de las normas. 
 
En Colombia, han existido diferentes etapas de reconocimiento a los derechos a las 
mujeres, tratando temas como la esclavitud y matrimonio servil para los años 1800, pasando por 
el derecho al voto de los años 50 y hasta los agravantes de pena por el simple hecho de ser 
mujeres. En primer lugar, este tipo de ley podría considerarse otra más del redil que conforman 




concepción que el aumento de penas traería como consecuencia la reducción o la eliminación de 
estas conductas penales. 
 
En otras palabras, pensar que la solución simplemente radica en aumentar penas y así 
existiría una disuasión en contra de cometer estos actos.  Sin embargo, como cualquier otra 
propuesta de aumento de penas o de creación de nuevos tipos penales, se demuestra por los 
hechos y la lógica, que esto se encuentra lejos de ser la solución efectiva para eliminar tal o cual 
conducta. 
 
Si esto fuera así, fácilmente todos los tipos penales podrían aumentarse hasta la cadena 
perpetua o la pena de muerte y se podría tener una sociedad sin crimen, o por lo menos sin 
crímenes ‘racionales’; los pasionales tendrían que ser disuadidos con otros métodos. Ahora, en el 
caso particular del feminicidio se podría argüir, si se aplica de manera exacta el tipo penal, que es 
el de asesinar a una mujer por el hecho de ser mujer, que su aplicación nunca (o casi nunca) sería 
efectiva al saberse que nunca (o casi nunca) se mata a una mujer por el hecho de ser mujer. En el 
caso de Rosa Elvira Cely, su asesino no la mató por el hecho de que su victimario odie a las 
mujeres simplemente por serlo, en este caso en particular el homicidio se llevó a cabo teniendo la 
víctima un estado de indefensión, lo cual es un agravante en el derecho penal. El homicida puede 
o no odiar a las mujeres, pero esta no fue la causa del acto. 
 
La Ley Rosa Elvira Cely surge en el seno de la organización CIJUSTICIA, Centro de 
Investigación en Justicia y Estudios Críticos del Derecho, que hace litigio estratégico inspirado 




en los procesos de acompañamiento de víctimas y formación de jueces y fiscales que estamos 
llevando a cabo, por lo menos en Bogotá. Se creó como respuesta a las presiones de los medios 
sociales y de comunicación; mas no como una respuesta a la política criminal del estado. 
Además, que no debió crearse como delito autónomo porque los ingredientes normativos del tipo 
perfectamente pueden encuadrarse dentro del tipo penal del homicidio con circunstancias de 
agravación específicas para la condición de mujer víctima. Aunque, frente a la legalidad no hay 
discusión el artículo es claro y cumple con los requisitos legales, tiene toda validez jurídica y 
Corte Constitucional lo declaró exequible, más el alcance como tal perfectamente puede 
encuadrarse en el tipo penal del homicidio. 
 
Sin embargo, en la práctica los delegados fiscales encuentran dificultades para apartarse de 
la descripción normativa del homicidio y encuadrar la conducta como feminicidio, situación que 
denota conflicto en el escenario práctico de consagrar como punible el tipo penal de feminicidio. 
Lo primero es que el feminicidio actual resolvió un error de descripción del tipo penal de la 
causal 11 del homicidio agravado, porque esta no establecía con precisión cuáles eran los 
parámetros para distinguir el feminicidio de la causal 11 del homicidio de la causal 1; y lo 
segundo se concreta una protección especial hacía una persona que muchas veces se encuentra en 
estado de inferioridad como es el de la mujer dentro del hogar. 
 
Se considera además, que el legislador tomó de la realidad nacional una serie de eventos en 
donde se percibía a la mujer como víctimas que estaban en una particular desprotección frente a 
victimarios que habitan dentro de una cultura machista que consideran a la mujer como un objeto 




ocurriendo y con cada uno de los numerales del artículo 104b, del Código Penal, se hace una 



























De la revisión teórica y analítica del presente proyecto, se puede concluir que;  
 
❐ Dar un nombre diferente a un delito que ya existe, no soluciona la violencia contra 
mujeres, si no existe una política pública educativa que fortalezca el respeto por la vida.   
 
❐ El legislador actuó de manera reactiva (no reflexiva), basándose en el control social de 
los medios de comunicación y sectores defensores de los derechos de la mujeres, sin 
analizar la efectividad de la norma de homicidio agravado en contra de mujeres; y se 
acude al derecho penal frente a escándalos provocados ante hechos que, aunque son 
graves, necesitan preservar inicialmente la educación y la prevención.  
 
❐ El homicidio agravado desde el aspecto probatorio  y teniendo en cuenta el principio de 
igualdad de armas, expresa, que a quien se está juzgando se le debe dar las mismas 
garantías que tiene el ente  acusador siendo   contundente;  sin embargo,  para   el tipo 
penal  del feminicidio es más flexible,  porque permite afincar más valor probatorio a los 
indicios, circunstancias y antecedentes, que  determinan el móvil (el hecho de ser mujer o 
por su condición de genero) lo que hace que al momento de establecer la responsabilidad 
del sujeto activo, el operador jurídico encuentro más facilidad en la aplicabilidad del 
homicidio que el feminicidio generando impunidad. 
 




género en cuanto a la protección reforzada y especial  de los derechos de la mujer y aún 
más en su carácter de vulnerabilidad,  afianzado por  hechos culturales y sociales que 
cada vez crece en cifras  como es la violencia intrafamiliar, sin embargo, siendo este 
creado con la motivación de juzgar la conducta humana de violencia contra la mujer o 
cualquier persona que se identifique como tal, en su aplicabilidad sigue teniendo aspectos 
de carácter subjetivos que no permiten que se aplique la norma y queden casos impunes. 
 
❐ La percepción de los operados jurídicos frente al feminicidio como un delito autónomo 
en el caso de Pereira, expresa un consenso relacionado con la inoperancia futura del 
delito del feminicidio, ya que en el homicidio  se contaba con  causales de agravación 
punitiva que garantizaban la aplicación por parte de los jueces;  no deslegitimizan la 
motivación del legislador frente al delito de feminicidio, pero consideran que Colombia 
ya contaba con un marco jurídico para atender están contingencia legales.  
 
❐ El impacto en Pereira ha sido un impacto bajo tal y como lo han explicado los jueces en 
las entrevistas realizadas en el entrono teritorial. 
 
❐ Existe un discurso que sustenta adecuadamente la nueva legislación, en el sentido de 
darle al delito un nombre llamativo, que impresiona a la sociedad con una “calma tensa” 
y puede generar debates contrariados entre los operadores jurídicos.  
 
❐ El feminicidio pierde su carácter contundente por la subjetividad que tiene al momento de 




este sentido para los fiscales es más difícil identificar los medios probatorios debido a que 
la nueva composición normativa impone un desarrollo diferente frente al deber de probar 
la conducta que se comete, así como teóricamente se dice que la pena del Feminicidio es 
mayor, pero la configuración del tipo penal, indica otra, dados los pormenores en los 
























❐ Revisar específicamente los casos de feminicidio en Pereira y así establecer hasta qué 
punto se puede platear un ejercicio que de operatividad a la norma.  
 
❐ Proponer una calificación jurídica adecuada a la norma de feminicidio en las Fiscalías 
Delegadas de Vida para evitar impunidad en casos de muertes de mujeres.  
 
❐ Aplicar la norma más beneficiosa al caso concreto en materia probatoria para garantizar 
la calificación oportuna de Feminicidio como delito autónomo.  
 
❐ Presentar un informe de aplicación de la ley 1761 de 2015 donde se evidencie la 
efectividad de la norma, además de proponer motivos de configuración y manejo de 
agravantes del homicidio, como se manejaba antes de 2015. 
 
❐ Buscar alternativas educativas para evitar la comisión del delito de Feminicidio en el 
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